
En cuarto lugar, el Reglamento de 28 de septiembre de 2004, 
relativo a las especies animales silvestres protegidas, permite el 
sacrificio y la captura, etc. de nutrias (lutra lutra), que vivan en 
una zona que forme parte de estanques piscícolas designada 
como zona protegida, aunque se trata de una especie que re­
quiere una protección estricta en el sentido del anexo IV de la 
Directiva 92/43/CEE. 

( 1 ) DO L 206, p. 7. 

Petición de decisión prejudicial planteada por el korkein 
hallinto-oikeus (Finlandia) el 2 de febrero de 2011 — 

Verosaajien oikeudenvalvontayksikkö/A Oy 

(Asunto C-48/11) 

(2011/C 103/30) 

Lengua de procedimiento: finés 

Órgano jurisdiccional remitente 

Korkein hallinto-oikeus 

Partes en el procedimiento principal 

Demandante: Verosaajien oikeudenvalvontayksikkö 

Otra parte: A Oy 

Cuestión prejudicial 

¿Debe depararse a un canje de acciones, en méritos del cual una 
sociedad anónima finlandesa cede a una sociedad noruega (que 
reviste la forma de aksjeselskap) acciones de las que es titular y, 
como contraprestación, recibe acciones emitidas por la sociedad 
noruega, teniendo en cuenta los artículos 31 y 40 del Acuerdo 
EEE, un trato neutro en el plano fiscal, del mismo modo que si 
el canje de acciones afectara a sociedades anónimas nacionales o 
a sociedades establecidas en Estados miembros de la Unión 
Europea? 

Recurso de casación interpuesto el 4 de febrero de 2011 
por Fernando Marcelino Victoria Sánchez contra el auto 
del Tribunal General (Sala Cuarta) dictado el 17 de 

noviembre de 2010 en el asunto T-61/10 

(Asunto C-52/11 P) 

(2011/C 103/31) 

Lengua de procedimiento: español 

Partes 

Recurrente: Fernando Marcelino Victoria Sánchez (representante: 
P. Suarez Plácido, abogado) 

Otras partes en el procedimiento: Parlamento Europeo y Comisión 
Europea 

Pretensiones 

— Que se anule el Auto de fecha 17 de noviembre de 2010 
dictado por la Sala Cuarta del Tribunal General, declarando 
que el recurso por omisión interpuesto por el Sr. Victoria 
Sánchez es admisible, y que no resulta manifiestamente ca­
rente de fundamento, revocando la condena en costas im­
puesta. 

— En consecuencia con lo anterior proceda el Tribunal de 
Justicia a resolver el recurso […] entrando en el fondo del 
asunto, o, alternativamente, remitirlo al Tribunal General 
para su resolución una vez acordada su admisibilidad y 
fundamentación, imponiendo las costas a las instituciones 
demandadas. 

Motivos y principales alegaciones 

El recurrente en casación alega los siguientes motivos: 

1) Infracción de lo dispuesto en el artículo 44 del Reglamento 
de Procedimiento del Tribunal General, ya que la demanda 
que principia el procedimiento contiene la cuestión objeto 
del litigio y la exposición sumaria de los motivos invocados, 
y, finalmente, las pretensiones perseguidas con el ejercicio de 
la acción, dicha pretensión está reflejada con suma claridad 
en el suplico de la demanda consiste en: «dicte sentencia por la 
que declare que la inactividad del Parlamento Europeo y de la 
Comisión en dar respuesta a la solicitud formulada mediante 
escritos presentados el pasado día 6 de octubre de 2009 es con­
traria al Derecho comunitario y se emplace a dichos órganos a su 
subsanación». 

2) Infracción de los artículos 20.2.d) del Tratado de Funciona­
miento de la Unión Europea (antiguo art. 17 del TCE), art. 
24 del TFUE (antiguo 21 TCE), artículo 227 del TFUE (an­
tiguo 194 TCE), en consonancia con lo dispuesto en el 
artículo 58 del Estatuto del Tribunal de Justicia. Todo ello 
en relación a la petición que el Sr. Victoria Sánchez envió al 
Parlamento Europeo en 2008 en la que llamaba la atención 
de la Cámara sobre el riesgo que sufre un ciudadano español 
que se atreva a denunciar la corrupción política y el fraude 
fiscal en este Estado miembro. Adjunto a la petición al 
Parlamento se envió un contrato firmado por relevantes 
personalidades de su país, –incluido un abogado que da 
nombre al mayor bufete de abogados de España y Portugal– 
en el cual se relataba cómo todos ellos defraudaban a la 
Hacienda Pública y a la ciudadanía mediante empresas ficti­
cias y opacas al Estado. La Petición se archivó sin trámite 
alguno y ningún europarlamentario español respondió a las 
sucesivas solicitudes de apoyo efectuadas por el recurrente 
–mediante 10 correos electrónicos– en las que pedía la coo­
peración de sus representantes para garantizar su integridad 
ante las amenazas recibidas. 

3) Vulneración de derechos fundamentales recogidos en los 
artículos 6 del TUE, artículos 20 y 21 de la Carta de Dere­
chos Fundamentales de la Unión Europea, por las Institucio­
nes demandadas. Al considerar que la inacción de la Comi­
sión Europea al escrito enviado el 6 de octubre de 2009 
supone una grave infracción del artículo 6 del TUE ya que 
esta institución debe hacer prevalecer un espacio de convi­
vencia democrático para todos los europeos, debe respetar
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igualdad de acceso de los ciudadanos a las instituciones de la 
Unión y debe garantizar la tutela judicial efectiva a no ser el 
fraude fiscal un supuesto de hecho sobre el que deba pro­
nunciarse el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, que 
considera al contribuyente como perjudicado indirecto. 
Igualmente el demandante llama la atención sobre la inse­
guridad jurídica en derecho comunitario que suponen las 
sucesivas resoluciones judiciales españolas que ignoran las 
advertencias de los representantes legales del demandante 
para que se cumpla la legislación europea, en concreto 
con los dictámenes del TJCE caso C-570/07 y C-571/07 ( 1 ) 
sobre libertad de establecimiento en oficinas de farmacia en 
España. 

4) Infracción de lo dispuesto en los artículos 265 y 266 del 
TFUE, existe vulneración de lo dispuesto en estos artículos 

en al medida en que la petición del procedimiento seguido 
ante el Tribunal General era que se declarara que la inacti­
vidad del Parlamento y de la Comisión en dar respuesta a la 
solicitud formulada el 6 de octubre de 2009 es contraria a 
derecho comunitario y se emplace a dichos organismos a su 
subsanación, y esto debe ser así ex lege por aplicación del 
precepto 266 del TFUE, el órgano del que emane el acto 
anulado o abstención declarada contraria a los tratados, 
debe adoptar las medidas necesarias para la ejecución de 
la sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, 
en este caso subsanar su inacción dando respuesta a la 
petición elaborada mediante escrito de 6 de octubre de 
2009. 

( 1 ) Sentencia de 1 de junio de 2010, aún no publicada en la Recopila­
ción.

ES C 103/18 Diario Oficial de la Unión Europea 2.4.2011


